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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 21 de abril de 2010, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Negri, Kogan, Genoud, Pettigiani, de Lázzari, Hitters, Soria, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 101.647, "Ramos, Claudio Martín contra Sociedad de Bomberos Voluntarios de Campana y otro. Daños y perjuicios".

A N T E C E D E N T E S


La Cámara de Apelación en lo Civil, Comercial y de Garantías en lo Penal del Departamento Judicial Zárate‑Campana revocó la sentencia de fs. 294/296 vta. y, en consecuencia, hizo lugar parcialmente a la demanda.


Se interpuso, por la parte demandada, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S


1ª. ¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?


    En caso afirmativo:


2ª. ¿Corresponde extender la solución propuesta al codemandado no recurrente?

V O T A C I O N


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:


1. La Cámara departamental revocó la sentencia de primera instancia y, en consecuencia, hizo lugar parcialmente a la demanda por daños y perjuicios entablada por Claudio Martín Ramos contra Roberto Antonio Miranda y la Sociedad de Bomberos Voluntarios de Campana (fs. 328/343 vta.).


Para así decidir entendió que si bien, al llegar al cruce de las calles Moreno, Jean Juares y Diagonal Sarmiento, el móvil de bomberos circulaba con luces y sirena encendidos, tal franquicia otorgada por la ley de tránsito en beneficio de sus tareas, no eximía al conductor de la ambulancia del respeto de elementales reglas de cuidado para quien dirige un automotor (arts. 512 y 902, C.C.). Tal circunstancia junto con la conducta del motociclista se constituyeron en desencadenantes del hecho dañoso, lo que llevó al reparto porcentual de responsabilidad en un 50% en cabeza de los demandados, por no cumplir con el deber genérico de seguridad y el restante 50% endilgado al motociclista que no liberó la circulación ante el paso de un móvil de urgencia.


2. Contra este pronunciamiento se alza, por apoderado, la demandada Sociedad de Bomberos Voluntarios de Campana y la citada en garantía, mediante el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley obrante a fs. 353/358 vta. por el que denuncia la violación y errónea aplicación de los arts. 57 inc. 2 ap. B, 83 y 84 del Código de Tránsito y su doctrina legal. Hace reserva del caso federal.


Se agravia del grado de responsabilidad que le atribuyera la sentencia de alzada, cuando ha quedado acreditado que la ambulancia afectada a la actividad de bomberos ‑en el momento del hecho‑ se dirigía a cumplir una emergencia, con las luces y sirenas encendidas. Agregando a ello que la motocicleta circulaba en forma negligente y desaprensiva, toda vez que no advirtió la señal sonora emitida por el móvil de emergencia y violó su prioridad de paso, embistiendo con su frente la parte lateral trasera de la ambulancia cuando ésta ya había cruzado una de las manos de la diagonal Sarmiento y se encontraba próxima a abandonar la segunda.


Por dichas circunstancias ‑sostiene‑ que se ha configurado en el caso la aniquilación del nexo causal, por la conducta exclusiva de la víctima.


3. El recurso, a mi juicio, no puede prosperar.


a) La alzada, luego de analizar los distintos elementos de prueba arrimados a la causa, concluyó que la culpa de Claudio Martín Ramos ‑conductor de la motocicleta‑ resultó irrefutable en la producción del evento, toda vez que no advirtió las señales sonoras y lumínicas del vehículo de urgencia, violando la obligación de liberar la circulación y, en caso de ser necesario, desviar o detener la marcha (fs. 332 vta.).


Siguió diciendo que a dicho actuar imprudente debía adicionarse el riesgo que constituía la circulación de la ambulancia de bomberos, sobre quien pesaba con mayor intensidad el deber de seguridad y prudencia, habida cuenta que, de no ser así, lejos de prestar un servicio a la comunidad, serían causa de graves daños (fs. 333/vta.). Por dicha circunstancia, entendió que el accidente de tránsito ocurrió por la contribución de ambos protagonistas, que fueron especialmente desatentos y descuidados (fs. 335/vta.).


b) Entiendo que tal conclusión ‑a tenor de la forma en que acontecieron los hechos y que devienen incontrovertidos en la instancia‑ responde acertadamente a las disposiciones del Código de Tránsito (arts. 57 inc. 2 ap. B, 83 y 84, ley 11.430).


Tiene dicho esta Suprema Corte que la regla derecha antes que izquierda no representa ningún "bill de indemnidad" que autorice al que aparece por la derecha de otro vehículo, a arrasar con todo lo que encuentre a su izquierda. Tanto el art. 71 de la ley 5800 como el art. 57 de la ley 11.430, imponen al conductor que llegue a una bocacalle la obligación de reducir sensiblemente la velocidad, la que rige tanto para el que se aproxima por la derecha como para el que lo hace por la izquierda, conducta no observada por el motociclista (conf. C. 87.606, sent. del 1‑XII‑2004; C. 81.773, sent. del 22‑II‑2006; C. 94.577, sent. del 9‑V‑2007).


Advierto en otro sentido, tal como se ha demostrado en autos, que la ambulancia se dirigía a cumplir su misión de emergencia, con la sirena sonora funcionando y las luces de emergencia encendidas (v. declaraciones testigos: fs. 240/243).


No obstante tal circunstancia, no puede provocar riesgos ni daños a terceros. La citada normativa (ley 11.430, arts. 83 y 84) no tiene como fin avalar ni proteger la imprudencia sino arbitrar y facilitar todos los medios a los efectos de que los móviles en servicio de urgencia, acudan a responder por la misión encomendada.


La prioridad de paso con la que contaba la ambulancia (arts. 83 y 84, Código de Tránsito), no implicaba continuar su marcha sin arbitrar la precaución mínima de circulación, pues "... los vehículos que concurren ante una emergencia no poseen un derecho ilimitado a dejar de cumplir las normas de tránsito sino en la medida que sea necesario para su función pues debe evitarse que se cause más daño del que se tiende a superar con la recurrencia a un hecho policial o incendio..." (cit. Trigo Represas‑López Mesa, Tratado de la Responsabilidad Civil, “La Ley”, 2004, pág. 80, tomo IV).


Observo por un lado de la prueba colectada, que el conductor de la moto, ignoró las señales sonoras y lumínicas del móvil de bomberos, violando la prioridad de paso que a aquél correspondía (v. declaraciones testigos: fs. 240/243; informe pericial mecánico: fs. 127/128, causa penal) sin detentar el efectivo dominio de su rodado (carácter de embistente). Por el otro lado, la ambulancia no extremó las medidas mínimas de prudencia y precaución tendientes a evitar embestir al motociclista que por la derecha y una avenida, arribaba a la bocacalle.


Conforme ha quedado manifestado tengo para mí que tanto la ambulancia como la víctima han contribuido con su accionar, a interrumpir el nexo causal entre el hecho y el daño (conf. art. 1113, segunda parte, in fine, C.C.) y conforme la resolución apelada entiendo adecuada la distri-bución de la responsabilidad determinada.


Si lo que dejo expuesto resulta compartido deberá rechazarse el recurso y confirmarse la sentencia apelada; con costas (conf. arts. 68 y 289, C.P.C.C.). Por ello doy mi voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Kogan y Genoud, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Negri, votaron la primera cuestión también por la negativa.


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:


Disiento con los colegas que me preceden en orden de votación.


a) La alzada, luego de analizar los distintos elementos de prueba arrimados a la causa, concluyó que la "culpa" de Claudio Martín Ramos ‑conductor de la motocicleta‑ resultó irrefutable en la producción del evento, toda vez que no advirtió las señales sonoras y lumínicas del vehículo de urgencia, violando la obligación de liberar la circulación y, en caso de ser necesario, desviar o detener la marcha (fs. 332 vta.).


Siguió diciendo que a dicho actuar imprudente debía adicionarse el riesgo que constituía la circulación de la ambulancia de bomberos, sobre quien pesaba con mayor intensidad el deber de seguridad y prudencia, habida cuenta que, de no ser así, lejos de contribuir al servicio que brindan, serían causa de graves daños (fs. 333/vta.).


Por dicha circunstancia, entendió que el accidente de tránsito ocurrió por la contribución de ambos protagonistas, que fueron especialmente desatentos y descuidados (fs. 335/vta.).


b) Entiendo que tal conclusión ‑a tenor de la forma en que acontecieron los hechos y que devienen incontrovertidos en la especie‑ vulnera expresas disposiciones del Código de Tránsito (arts. 57 inc. 2 ap. B, 83 y 84, ley 11.430).


En efecto, tal como se ha demostrado en autos, la ambulancia se dirigía a cumplir su misión de emergencia, con la sirena sonora funcionando y las luces de emergencia encendidas (v. declaraciones de testigos: fs. 240/243).


Dicha circunstancia vedaba el paso al motociclista que avanzaba por la avenida Sarmiento.


Ello así toda vez que expresas normas del Código de Tránsito establecen que la prioridad de paso por derecha se pierde cuando los vehículos públicos de urgencia en cumplimiento de sus funciones realicen señales de advertencia y de modo concordante ordena que los demás conductores, al oír y advertir tales avisos, desvíen inmediatamente sus rodados, liberando la circulación del de urgencia y de ser necesario detengan la marcha hasta que aquellos hayan pasado (conf. art. 57 inc. 2 ap. B y 84, ley 11.430).


De allí es que la alzada juzgó, en principio, ‑en criterio que comparto‑ indiscutible la responsabilidad de Claudio Martín Ramos. A lo que cabe adunar, su calidad de vehículo embistente, habida cuenta que impactó la parte delantera del motociclo en la parte posterior de la ambulancia cuando esta última estaba terminando de efectuar el cruce de la avenida (v. pericia mecánica: fs. 127/128, causa penal).


Sin embargo, luego, sobre la base de una afirmación dogmática, atribuyó parte de responsabilidad al demandado por entender que "debió detener su marcha o al menos disminuir la misma, antes de enfrentar su cruce..." y de tal forma, advertir la presencia del actor (v. fs. 334/vta.).


Observo de la prueba colectada que el conductor de la motocicleta, además de ignorar las señales sonoras y lumínicas del móvil de bomberos y violar la prioridad de paso que a aquél correspondía, se desplazaba a una velocidad de 30 a 50 km/h (v. declaraciones de testigos: fs. 240/243; informe pericial mecánico: fs. 127/128, causa penal) sin ejercer el efectivo dominio de su rodado (carácter de embistente) mientras que la ambulancia lo hacía en forma reglamentaria y en virtud de una emergencia, circunstancias éstas que me llevan a exonerarla totalmente de responsabilidad en el evento de marras.


En este orden de ideas, deviene ineludible la aplicación de lo normado por los arts. 57 inc. 2 ap. B, 83 y 84 del Código de Tránsito, toda vez que: a) la ambulancia prestando sus servicios en un caso de urgencia gozaba de prioridad de paso; b) para alertar acerca de su tránsito, utilizó bocinas y señales de luces; y c) ante dicha advertencia, recaía sobre el accionante la correlativa obligación de facilitar su paso.


Conforme ha quedado manifestado tengo para mí que la víctima con su exclusivo accionar, interrumpió totalmente el nexo causal entre el hecho y el daño (conf. art. 1113, segunda parte, in fine, C.C.).


Si lo que dejo expuesto resulta compartido deberá hacerse lugar al recurso, revocarse la sentencia apelada y mantenerse lo decidido en la instancia de origen, en cuanto rechazó completamente la acción interpuesta; imponiendo las costas en todas las instancias a la parte actora (conf. arts. 68 y 289, C.P.C.C.). Por ello doy mi voto por la afirmativa.


Los señores jueces doctores de Lázzari e Hitters, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Pettigiani, votaron la primera cuestión también por la afirmativa.


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


1. El recurso debe prosperar.


a. De un lado, ateniéndome a las circunstancias fácticas comprobadas en la causa resulta irrefutable la infracción a las reglas impuestas por los arts. 57 inc. 2 ap. b, 83 y 84, de la ley 11.430 en que incurrió el señor Ramos.


Si bien ‑como es sabido‑ la mera inobservancia de tales normas no deriva inexorablemente en la atribución de responsabilidad civil al infractor, tampoco se autoriza a vaciarlas de contenido porque integran el ordenamiento jurídico (doct. Ac. 51.862, sent. de 11‑IV‑1995, Ac. 59.835, sent. de 14‑VII‑1998). Junto con otras circunstancias, al momento de atribuir responsabilidad, ese conjunto de normas debe ser puntualmente considerado para calificar la conducta de la víctima o del tercero para determinar si ha ocurrido o no ‑y en su caso en qué extensión‑ la situación prevista en la parte final del segundo apartado del art. 1113 del Código Civil (conf. Ac. 61.429, sent. de 8‑VII‑1997).


No puede entonces desconocerse que la violación de la prioridad de paso que, en la especie, cabe reconocer a favor del vehículo de bomberos que se desplazaba anunciando su paso mediante luces, sirenas y balizas encendidas, constituye una conducta en extremo imprudente, a más de violatoria de las normas de tránsito (conf. mi voto en Ac. 92.176, sent. de 13‑VIII‑2008).


b. Del otro, las citadas normas de tránsito establecen un régimen preferencial tanto en torno a la prioridad de paso como a los límites de velocidad, sin que ‑en el sub examine‑ se evidencie un abuso por parte del conductor del vehiculo de urgencia que justifique la atribución de responsabilidad que, de manera dogmática, predica el tribunal de grado.


Vale apuntar aquí que a tenor de lo establecido en el art. 83 del Código de Tránsito los límites de velocidad establecidos por la ley no rigen para dichos vehículos cuando realicen la circulación de urgencia en desempeño de sus funciones, debiendo anunciar ‑tal como se hizo en el caso‑ su paso mediante bocinas o aparatos sonoros y balizas reglamentarias. A su vez, la propia Cámara reconoció que el rodado de la demandada circulaba a una velocidad aproximada entre los 20 y 40 km (v. fs. 335 vta.). Pese a ello, el actor desoyó dichas advertencias, desplazándose a una velocidad de entre 30 y 50 km, sin ejercer el dominio de su rodado, embistiendo finalmente al vehículo de bomberos en la parte posterior del rodado del demandado cuando éste estaba terminando de efectuar el cruce de la avenida.


c. Los elementos reseñados que fluyen objetivamente de las constancias de autos, echan por tierra la conclusión de la alzada que en dicho contexto, desestimó la causal de exención de responsabilidad invocada por la accionada (arts. 1113, C.C.; 384 y 456, C.P.C.C.).


2. Por todo ello corresponde hacer lugar al recurso extraordinario interpuesto y dejar sin efecto la condena recaída en autos. Con costas de todas las instancias a la parte actora vencida (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).


Voto por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:


En virtud del modo en que ha quedado resuelta la primera cuestión, deviene necesario examinar si corresponde extender la solución propuesta al codemandado no recurrente.


Ello así, toda vez que habiendo sido condenados por la alzada los accionados Roberto Antonio Miranda, la Sociedad de Bomberos Voluntarios de Campana y la citada en garantía Perseverancia Seguros Sociedad Anónima, esta última, en la medida del contrato de seguro (v. fs. 328/343 vta.); dicho pronunciamiento sólo fue impugnado por las entidades mencionadas en último término (v. fs. 353/358 vta.).


Como ya se juzgó ‑por la mayoría‑ en C. 92.176 (sent. del 13‑VIII‑2008), criterio ya sentado en Ac. 63.968 (sent. del 15‑VI‑1999) y Ac. 62.638 (sent. del 31‑III‑1998), las obligaciones emergentes de la relación entre los copartícipes y los responsables indirectos de un cuasidelito son las llamadas in solidum (conf. Ac. 47.780, sent. del 31‑VIII‑1993 en "D.J.B.A.", 145‑209; Ac. 81.791, sent. del 22‑X‑2003).


La responsabilidad en el presente caso reconoce distintas causas para todos los codemandados, las que generan diversos deudores que deben reparar a un único acreedor mediante el cumplimiento de la misma prestación: la indemnización por los daños y perjuicios irrogados. Es decir, concurren en el mismo objeto.


Por tener identidad de objeto el contenido económico de la obligación no puede ser más que uno. En tanto atendiendo a elementales principios lógicos todo objeto debe ser igual a si mismo y una cosa no puede ser y no ser al mismo tiempo. Si se concibiera la posibilidad de que alguno de los codemandados fuera condenado y otro no, desaparecería el sustrato caracterizante de este tipo de obligaciones (conf. mayoría en Ac. 62.638 citada).


Frente a esta exigencia lógica, derivada de la naturaleza misma de las mencionadas obligaciones, resultaría inadmisible la oposición del instituto de la cosa juzgada pues ello implicaría desvirtuarlas.


Teniendo en cuenta entonces, como ya lo expresara en la causa Ac. 77.121 (sent. del 27‑XII‑2001) que las normas de derecho procesal deben ser interpretadas de un modo acorde con la solución sustantiva, corresponde hacer extensivo lo aquí decidido al codemandado no recurrente y, en definitiva, rechazar la pretensión resarcitoria articulada en su contra.


Voto por la afirmativa.


Los señores jueces doctores Kogan y Genoud, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Negri, votaron la segunda cuestión también por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:


Concuerdo con la solución propuesta por el doctor Negri.


Tratándose de un litisconsorcio pasivo facultativo y no obstante, no haber sido partícipe de la impugnación el restante co accionado, encuentro que la solución que aquí se propicia debe alcanzarlo, atento a la naturaleza in solidum de la obligación, pues la pretensa aceptación de la responsabilidad que le endilgara la Cámara de Apelación por parte de éste, lo fue sobre la base de hechos comunes, por lo que juzgo debe comunicársele el beneficio personal obtenido por los restantes litisconsortes en cuanto fueron exonerados de responsabilidad en esta instancia extraordinaria, conforme la doctrina legal de esta Suprema Corte de Justicia (Ac. 62.638, "Retondini", sent. del 31‑III‑1998; Ac. 63.968, "Gómez", sent. del 15‑VI‑1998; entre otras).


En el mismo sentido se había expedido el maestro Couture, quien nos señalaba como excepción a la regla de la personalidad de los recursos que "Se reserva, sin embargo, una solución distinta de ésta, en los casos de solidaridad o de indivisibilidad material de la cosa litigiosa, ya que en esos casos ‑sostenía‑ la sentencia beneficia o perjudica al deudor solidario o al comunero. Agregaba que tal circunstancia, impuesta por la fuerza misma de las cosas, no alteraba el alcance del principio de la personalidad de la apelación" (Couture, Eduardo J., Fundamentos de Derecho Procesal Civil, Ed. Depalma, 1958, págs. 369‑370).


En nuestro medio Palacio también adhirió a esa postura sosteniendo la excepción a la mencionada regla de la personalidad del recurso en ocasiones que aplicar la misma condujera al pronunciamiento de sentencias contradictorias respecto de un hecho común ‑no defensas concernientes a hechos personales‑ a todos los litisconsortes (Palacio, Lino, Manual de Derecho Procesal Civil, 18ª ed. Lexis Nexis, 2005, pág. 283).


El XX Congreso Nacional de Derecho Procesal celebrado en San Martín de los Andes (Com. B punto 14) concluyó, en igual sentido, que la apelación en el caso de litisconsorcio facultativo, cuando el hecho debatido sea común a todos los litisconsorcistas, tiene efecto expansivo a todos ellos aunque no hubiesen apelado (citado por Falcón, Enrique M., Tratado de Derecho Procesal, Ed. Rubinzal Culzoni, 2006, T. 1, pág. 327).


Voto por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:


Discrepo con el criterio de mi distinguido colega doctor Negri, porque ‑como he sostenido en oportunidades anteriores‑ la modificación que se propone no ha de alcanzar a quien no impugnó el resolutorio atacado por la Sociedad de Bomberos Voluntarios de Campana y la citada en garantía Perseverancia Seguros Sociedad Anónima.


Al respecto, dije en mi voto en minoría en la causa Ac. 62.638 (sent. del 31‑III‑1998) que el principal efecto del consentimiento del fallo por parte de alguno de los involucrados en el mismo es su firmeza a este respecto. Como señala Fairén Guillén ‑refiriéndose a la apelación ordinaria, pero con plena aplicabilidad a la instancia extraordinaria‑, renunciándose a la impugnación, queda detrás una situación formada por la sentencia o resolución que puso fin al tracto procedimental anterior ("Estudios de Derecho Procesal", págs. 609/610). Tal conclusión no se desmerece por el hecho de continuar en pie las defensas introducidas por el restante colegitimado pasivo. En nuestro sistema legal rige el principio de la personalidad del recurso, según el cual el alzamiento deducido aprovecha únicamente a la persona que lo ha interpuesto.


En igual sentido se pronuncia Agustín A. Costa, sosteniendo que no pueden imponerse los resultados a quienes no han querido deducir el recurso. Si el mecanismo judicial, por lo que hace al proceso civil, sólo se mueve a impulso de la actividad privada (principio dispositivo), nada autoriza a sobreponerse a los intereses propios de las partes. Toda sentencia goza de una presunción de validez (forma particular de la verdad que adoptan las normas), con ella el Estado llena su función de administrar justicia y sus resultados deben tenerse, en consecuencia, por firmes y definitivos respecto de quienes le han aceptado, sin que esto perjudique a otros posibles apelantes, quienes podrán invocar las ventajas que logren en la instancia superior, en uso de un derecho personal concedido en su exclusivo beneficio. No obsta a ello el que, por este medio, pueda llegarse a sentencias contradictorias en un mismo litigio, puesto que esto es un derivado del principio de la identidad de partes que exige la cosa juzgada. Y concluye afirmando que el principio de la personalidad de la apelación es el que mejor armoniza con el concepto actual del recurso, dentro de la corriente que tiende a convertirlo en un instrumento de control de la sentencia, con carácter restrictivo, de manera que el que no ejerce el derecho no puede invocar los beneficios (conf. "El recurso ordinario de apelación en el proceso civil", Bs. As. Asoc. de Abogados de Buenos Aires, 1950, págs. 58/59).


Por su parte, Couture destaca que el prestigio del principio de la personalidad no disminuye por la circunstancia de que aparezcan cosas juzgadas contradictorias. La razón, dice, no es tanto de carácter lógico como sistemático, sus fundamentos se hallan esparcidos a lo largo de todos los principios del derecho procesal civil. En primer término, el principio de que la voluntar crea y extingue derechos, de manera que quien consintió la sentencia es porque la consideraba justa, al agraviado, en tanto, le quedan dos caminos: consentir o apelar, si opta por el primero, su voluntad lo liga definitivamente a ese consentimiento. Una segunda razón emana del principio mismo de la cosa juzgada: nada excluye en derecho la posibilidad de dos sentencias contradictorias; las propias evoluciones de la jurisprudencia demuestran que este riesgo es connatural con el concepto de cosa juzgada. Una tercera razón fluye del principio mismo de la apelación: el tribunal superior no tiene más poderes que los que le ha asignado el recurso introducido, nada le autoriza a cambiar la parte de la sentencia que desecha la demanda en lo que se refiere a uno de los litigantes, si no ha mediado recurso suyo a ese respecto (conf. Couture, Eduardo, "Fundamentos...", ed. B. de F. Ltda. Montevideo, 2005, págs. 300/301).


Es cierto que el maestro uruguayo excluye aquellos supuestos en que la obligación es solidaria (op. cit., pág. 301). Pero aquí no se trata de esto. Como se difunde por la doctrina si bien en nuestro régimen legal hay una sola solidaridad, la perfecta, existe una categoría de deudas en las cuales cada obligado lo es por el todo, aunque no haya solidaridad, y es el caso de las obligaciones in solidum, como cuando se establece la responsabilidad integral de varias personas por un mismo hecho dañoso, con prescindencia de toda idea de solidaridad. Se trata de los casos en que concurren la responsabilidad directa del autor del daño con la responsabilidad indirecta de una persona a la que, sin haber intervenido en la comisión del hecho, la ley le obliga a indemnizar las consecuencias perjudiciales causadas, sea en su carácter de propietario de la cosa con la que causó el daño o de principal del autor del mismo. En ellas, entre otras notas distintivas, la cosa juzgada en el juicio seguido contra un deudor no afecta a los demás responsables (véase Cazeaux ‑ Trigo Represas, "Derecho de las Obligaciones", t. II, págs. 75/81, 2º Ed., Editora Platense, La Plata, 1975, con citas de Demolombe, De Gásperi, Busso y Borda).


Volviendo al sistema recursivo vigente en nuestro Código procesal, que es el de la personalidad de la apelación, el art. 266 del Código Procesal Civil y Comercial sólo autoriza al tribunal de alzada a examinar las cuestiones "que hubieran sido materia de agravios". La interpretación general, según dice Loutayf Ranea (en "El recurso ordinario de apelación en el proceso civil", t. I, págs. 85 y sigtes., Bs. As., "Astrea", 1989) estima que el interés que habilita la apelación debe ser personal del recurrente. Y, cuando se acciona por daños y perjuicios y media un litisconsorcio, si uno de los codemandados apeló la sentencia de primera instancia y obtuvo una reducción en la condena, y al otro se le declara desierto el recurso, éste no puede ampararse en tal reducción, pues el recurso interpuesto contra la sentencia sólo beneficia a quien lo deduce (con cita de la Cám. Apel. Primera Civ. y Com., Mercedes, "La Ley", 1975‑B‑641). Y continúa expresando dicho autor: "En los supuestos de daños y perjuicios provocados por un accidente de tránsito, la situación de cada litisconsorte puede considerarse independiente de la de los demás, en el sentido de que la situación de cualquiera de ellos puede tener un desenlace eficaz con prescindencia de lo que ocurra a los otros (...) cada uno debe buscar a través de la apelación el reconocimiento del derecho a su favor o de la inexistencia de un derecho a favor de la contraparte. Quienes hayan apelado y obtenido una sentencia favorable en la apelación podrán gozar de su derecho, los que no hayan apelado quedarán con la solución propuesta por la sentencia de grado" (op. cit., págs. 102 y sigtes.) De allí que "cabe concluir que la sentencia de primera instancia que no ha sido apelada por alguno de los litisconsortes ha pasado en autoridad de cosa juzgada a su respecto, y por lo tanto la apelación deducida por otro u otros litisconsortes no beneficia a los que no han apelado" (cit., pág. 105).


En hipótesis semejantes, la Corte Suprema de la Nación ha expresado que los tribunales de alzada no pueden exceder la jurisdicción que les acuerdan los recursos concedidos ante ellos resolviendo sobre cuestiones que han quedado firmes. Así ocurre en el caso en que el a quo rechazó la demanda respecto de una codemandada, quien no había apelado el fallo de primera instancia (1‑IV‑1982, Rep. "El Derecho", 16‑762, núm. 41).


En resumen, en la relación que emerge de la pretensión incoada por el actor contra el conductor Roberto Antonio Miranda, la sentencia que hace lugar parcialmente a la demanda ha pasado en autoridad de cosa juzgada. En otras palabras, posee la autoridad y la eficacia suficiente para convertir lo sentenciado en inimpugnable, inmodificable y coercible. En ningún caso, ni de oficio ni a petición de partes, este órgano jurisdiccional ‑o cualquier otro‑ podrá alterar los términos de un fallo así de inconmovible. Recordemos que el derecho reconocido por una decisión pasada en autoridad de cosa juzgada constituye un bien que se incorpora al patrimonio del beneficiario del pronunciamiento y del cual no puede ser privado sin mengua del precepto constitucional que asegura la inviolabilidad de la propiedad. Y que la estabilidad de las decisiones jurisdiccionales, en la medida que constituye un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica, es exigencia de orden público, y por ello posee jerarquía constitucional.


Por lo expuesto, doy mi voto por la negativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


Comparto las apreciaciones de mi distiguido colega doctor Negri, en cuanto a los alcances que para la sentencia propone dicho ministro, ya que, a mi juicio, el éxito del recurso de la Sociedad de Bomberos Voluntarios de Campana y la citada en garantía Perseverancia Seguros Sociedad Anónima, beneficia en la especie al restante coaccionado.


He tenido oportunidad de expresar mi parecer sobre esta problemática con anterioridad (v. causas Ac. 63.968, sent. del 15‑VI‑1999; Ac. 77.121, sent. del 27‑XII‑2001; entre otras), en las que discrepara con mi distinguido colega el doctor de Lázzari. Me permito reproducir sustancialmente los conceptos allí vertidos:


A. Personalidad de la apelación. Principio general.


1. En autos está en juego uno de los más endiablados problemas del derecho procesal ‑que en este caso tiene muchísimos puntos de contacto con el derecho sustancial‑ como lo es sin hesitación el de la personalidad de las vías recursivas (la regla), que constituye justamente la contracara de la figura también adjetiva denominada extensión subjetiva de los recursos (la excepción a aquella regla). Corresponde resolver ‑en definitiva‑ sobre el efecto de tales canales en la situación ‑como la de autos‑ de pluralidad de partes, cuando algunos de los legitimados pasivos se han quejado del fallo y otros no. Ante tal desideratum es necesario preguntarse si la apelación incoada por unos afecta a los otros que han consentido el pronunciamiento.


La doctrina se ha ocupado de esta problemática generalmente en el ámbito de la apelación pero la respuesta es válida para todos los recursos.


2. En el antiguo derecho romano imperaba el principio del beneficie comune remedii, en el sentido que el alzamiento de un colitigante producía efectos para todos los litisconsortes. En el ámbito comparado e inclusive en el campo autoral se aprecian dos corrientes sobre el particular, ya que un sector ‑el mayoritario‑ está por el principio de la personalidad del recurso, considerando que la interposición de dicho sendero sólo aprovecha a quien lo ha propuesto; en cambio otros ‑por el contrario‑ propugnan la extensión subjetiva de este medio, en determinadas circunstancias, partiendo de la base que el ataque de uno vale para todos los participantes. Por ejemplo el art. 509 del Código de Processo del Brasil participa de esta última postura al receptar que el recurso interpuesto por uno de los litigantes aprovecha a todos salvo que sus intereses sean distintos o contrapuestos. Habiendo solidaridad pasiva ‑añade‑ el recurso incoado por un deudor beneficia a los otros cuando las defensas opuestas al acreedor les fueren comunes. En esos casos ‑dice el jurista brasileño Barbosa Moreira‑ la puesta en marcha de este remedio se extiende a todos, inclusive a aquéllos que desistieron de la impugnación (Barbosa Moreira, José Carlos; "Comentarios ao Código de Processo Civil", Editora Forense, año 1998, 7ª edición, p. 373). En cambio la jurisprudencia francesa, tomando la opinión de Merlín, se apartó del esquema romano y también canónico, regenteando el principio opuesto ‑que hoy ha ganado adhesión mayoritaria‑ permitiendo que la apelación tenga un efecto personal (Costa, Agustín; "El Recurso de Apelación en el Proceso Civil", p. 58), criterio adoptado luego por la jurisprudencia italiana, no sin algunos cabildeos (Mattirolo, "Tratado de Derecho Procesal", vol. IV, p. 337). Como es por demás sabido nuestro Código del rito no resuelve expresamente esta cuestión, aunque los doctrinantes argentinos casi unánimemente se han pronunciado por la personalidad de las impugnaciones. Empero, y como resulta obvio, si se trata de una sentencia que condena a prestaciones solidarias o indivisibles, la respuesta varía, pues si el superior modifica el pronunciamiento atacado, ello perjudica o beneficia a todos los litisconsortes, y esto también acontece, según mi parecer, en situaciones como la de autos, donde están en juego las denominadas obligaciones in solidum. En síntesis, estimo que en este casillero de las obligaciones ‑como trataré de explicarlo‑ cuando varios coaccionados son condenados a una única prestación, que le puede ser exigible a cualquiera de ellos en su totalidad, es imposible fragmentar el conocimiento del juez del recurso, y mantener soluciones diferentes y aún contradictorias para una misma cuestión litigiosa, es ésta justamente la hipótesis donde se contornea, por excepción, el postulado de la extensión subjetiva de la apelación, a la usanza brasileña.


B. Extensión subjetiva de los recursos. Excepciones al principio general.


3. La regla es entonces la de la personalidad de los meandros impugnatorios, pero ello es así en la medida que cada una de las prestaciones que dispone la condena tenga cierta independencia; mas cuando el contenido del decisorio es indivisible o solidario, y si todos los legitimados pasivos deben saldar un crédito común, la cuestión varía y aquí renace como el Ave Fénix el criterio romano canónico del beneficie comuni remedii, esto es el de la extensión subjetiva de los recursos.


Principiando el análisis de la cuestión desde la vertiente dikelógica, ¿es justo que en el caso aquí juzgado, un litisconsorte, deba cumplir la condena en tanto que el otro sea absuelto de ella cuando se trata de un mismo hecho litigioso con idénticas consecuencias jurídicas?


4. Qué pasaría, para ir a un ejemplo más drástico, si varios legitimados pasivos son condenados a abonar una obligación solidaria o indivisible, y unos apelan y otros no, y luego el ad quem anula el pronunciamiento en beneficio de los impugnantes, o hace lugar a una eventual reconvención, y alguno de los deudores, antes perdidosos, finalmente pasan a ser acreedores. ¿Puede suceder que por aplicarse el principio procesal de personalidad de la apelación; en un único tema en disputa, por una causa idéntica, unos coaccionados resulten acreedores y otros deudores, cuando todos responden a una idéntica situación jurígena? ¿Es justo que en un accidente de tránsito, por ejemplo el dueño del vehículo que es traído al pleito por responsabilidad refleja, tenga que saldar las reparaciones, y el conductor culpable del evento, no sólo no abone, sino que cobre en la hipótesis de que triunfe ante el ad quem en una eventual reconvención? La respuesta desde la vertiente de la mera lógica y por la justicia del caso parece obvia, estaríamos en presencia de un verdadero escándalo jurídico y también lógico, algo así como que una cosa sea y no sea a la vez; o que el justo vaya al infierno y el pecador al cielo.


5. El recordado maestro latinoamericano Eduardo Couture se apontoca en el principio de la personalidad de los recursos, pero con la aclaración de que ello es así en la medida que no opere la excepción a aquella regla; y ésta se configura justamente en los casos de solidaridad o de indivisibilidad de la prestación ("Fundamentos de Derecho Procesal Civil", p. 370). Aunque aclara que tal solución no se da para evitar sentencias contradictorias, lo que para él no disminuye el prestigio de la solución, sino por razones sistemáticas. En esto último me permito disentir con el insigne jurista montevideano, pues por lo menos desde el cuadrante de nuestra legislación sustancial, fácil es advertir que ella busca evitar el estrépito de pronunciamientos judiciales contrapuestos, por ejemplo en la hipótesis que un fallo civil pueda contradecir a una sentencia penal (arts. 1101 a 1103, C.C.). Y ello con más razón ‑digo yo‑ si el contrapunto surge de una misma sentencia.


6. Se ha expresado que el principio dispositivo no le permite al ad quem conocer puntos no planteados por el recurrente, pues ello afecta el postulado de la congruencia; y si un litigante no ataca la decisión, la misma ‑para él‑ pasa en autoridad de cosa juzgada. Esa es la regla y por supuesto que la comparto, pero tanto en las condenas "solidarias", como en las "indivisibles", o en las in solidum, juega la excepción. Y éste no es el único caso que modifica la pauta antes apuntada, pues cuando opera el instituto de adhesión a la apelación, obviamente el vencedor no puede recurrir, sin embargo si tiene éxito el embate de su contrario, el superior debe tratar sus agravios, aún ‑obviamente‑ sin la apertura recursiva del que antes había sido triunfador. Este es sólo un ejemplo.


Quiero reiterar, que la regla ‑aunque no pétrea‑ es la de personalidad de las vías de ataque, pero como una goma, puede estirarse o contraerse según lo aconsejen las circunstancias.


7. Es cierto que algunos autores y parte de la jurisprudencia han admitido la dicotomía entre las obligaciones solidarias y las in solidum. Se ha dicho que la teoría de la solidaridad tuvo nacimiento en el derecho romano, conocida con el nombre de "correalidad". Para algunos autores existen dos clases de solidaridad: la perfecta o "correalidad" y la imperfecta o in solidum. No obstante como dice Salvat tal bifurcación no fue aceptada por todos y hasta había sido discutida por los sabios romanistas (ob. cit., t. II, p. 59). Lo cierto es que muchos publicistas, como De Gasperi, admiten la existencia de una solidaridad imperfecta que caracteriza a las obligaciones in solidum.


En este orden de pensamiento, tanto Busso como Borda, toleran la existencia de ellas cuando se establece la responsabilidad integral de varios sujetos por un idéntico hecho dañoso con prescindencia de toda idea de solidaridad. Se trata ‑dicen‑ de los casos donde concurre la responsabilidad directa del autor del hecho dañoso, y la indirecta de quien, sin haber participado del evento, la ley lo obliga a indemnizar los perjuicios originados, sea en su carácter de titular del bien que motivó la indemnización o de principal del autor del mismo (Cazeaux‑Trigo Represas, ob. cit., t. II, p. 391; véase Busso, "Código Civil Anotado", t. V, págs. 92, 93, 167 y 168).


8. Esta Corte también ha reconocido la viabilidad de esa especial categoría de obligaciones, denominadas in solidum (causas Ac. 47.780 del 31‑VIII‑1993; Ac. 54.369, sent. del 5‑XII‑1995; Ac. 61.429, sent. del 8‑VII‑1997; Ac. 62.638, sent. del 31‑III‑1998; Ac. 57.980, sent. del 17‑VIII‑1999; Ac. 77.121, sent. del 27‑XII‑2001; C. 89.530, sent. del 25‑II‑2009; etc.), marcando ciertas disimilitudes con las solidarias (art. 699, C.C.); mas creo que para el caso aquí discutido esas diferencias se desvanecen, y por ende podemos asimilar a ambas figuras.


No resultaría baladí enfatizar entonces que la doctrina legal de este Tribunal ha admitido tal dicotomía sosteniendo que las obligaciones solidarias, que forman parte de las obligaciones conjuntas, se caracterizan porque existen dos o más acreedores o dos o más deudores de una misma obligación, naciendo el vínculo que los une de una única fuente, siendo ésta una de las características de todas las obligaciones conjuntas y se las denomina unidad de causa: el deber de prestar de todos los deudores o la pretensión de todos los acreedores deriva de un hecho o título justificante. Si no fuera así no podría hablarse de una sola obligación, sino de obligaciones distintas derivada de fuentes distintas (causas Ac. 47.902, sent. del 7‑II‑1995; Ac. 75.189, sent. del 28‑III‑2001; C. 89.530, sent. del 25‑II‑2009).


9. De allí se ha derivado que las obligaciones del causante de un daño y las de los responsables indirectos, no son solidarias sino in solidum, o más propiamente concurrentes, consistiendo en aquellas que tienen un mismo acreedor e identidad de objeto, aunque diversidad de causa y de deudor (conf. Ac. 51.687, sent. del 1‑X‑1996; Ac. 62.740, sent. del 23‑III‑1999; C.S.J.N., Fallos 307:1307, 308:966, 310:2027, 318:1800, 325:1585; conf. asimismo Llambías, ob. y loc. cits. ‑el énfasis me pertenece‑). Agregando este Tribunal que lo que caracteriza a esta figura es el que varias personas adeuden al acreedor la misma prestación sin ocupar, ni por contrato ni por ley la posición de deudores solidarios, o el tener un mismo acreedor e identidad de objeto, aunque diversidad de causa y de deudor (Ac. 62.638, ya citado). Si bien es verdad que ello es así y que con cierta sutileza se puede encontrar tonalidades entre las dos figuras abordadas (Cazeaux Trigo Represas, ob. cit., t. II, p. 393) nuestro Código Civil parece no haber receptado esta demarcación ya que el art. 701 considera a ambas como sinónimos (Salvat, ob. cit., t. II, p. 60, núm. 878c., véase Cazeaux Trigo Represas, ob. cit., t. II, p. 390, nota 27).


No obstante lo expresado y aún reconociendo la existencia de ciertos rasgos distintivos entre las solidarias y las in solidum ‑como por ejemplo la diversidad en materia de prescripción‑ lo cierto es que en mi parecer, a los fines aquí en juego, tales diferencias no son de esencia, ni suficientes para desglosarlas de las pautas de la solidaridad (art. 701, C.C.), por lo que es necesario aplicar a ambas el mismo régimen sustancial y adjetivo, y por ende aparece la excepción al principio procesal de la personalidad de los recursos, retornando el postulado del benefici comuni remedii.


C. El caso sub examine.


10. En síntesis, en el caso aquí juzgado no es factible fracturar el pronunciamiento atacado, toda vez que haciéndose lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto por la Sociedad de Bomberos Voluntarios de Campana y la citada en garantía Perseverancia Seguros Sociedad Anónima, en relación al fondo del asunto, lo resuelto debe beneficiar al restante coaccionado.


No debe perderse de vista por existir en esos casos unidad o identidad de objeto, el contenido económico de la prestación no puede ser más que uno. Los actos realizados por un litisconsorte, perjudican y benefician a los otros no tanto por el efecto de la relación procesal, cuanto por lo que surge del derecho sustancial, sobre la base de lo dispuesto por los arts. 699, 705, 706, 716 y 717 del Código Civil. En estos ejemplos, como en muchos otros, la legislación de fondo prevalece sobre la del rito, o si se quiere, la primera impone una excepción al principio procesal de la personalidad de la apelación.


No olvidemos que como enseña Cappelletti, el derecho procesal ‑por ser adjetivo‑ debe amoldarse al derecho fondal que es justamente, sustancial.


11. No se me escapa la postura de la Corte Suprema de Justicia de la Nación in re "Avila" (Fallos 327:3495), mas de los integrantes de la mayoría del alto Tribunal que dictó el aludido precedente sólo quedan dos jueces, los doctores Petracchi y Fayt.


He dicho antes que ahora que si bien la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación es vinculante para jueces inferiores, ello es así como principio ya que en determinadas circunstancias es posible apartarse, por ejemplo, cuando ha cambiado la integración del tribunal emisor (conf. Ac. 57.048, sent. del 18‑III‑1997; Ac. 78.917, sent. del 23‑XII‑2003; entre otras).


Siendo ello así, corresponde que la solución propiciada al resolverse la impugnación interpuesta por la Sociedad de Bomberos Voluntarios de Campana y la citada en garantía Perseverancia Seguros Sociedad Anónima, se haga extensiva al restante colegitimado pasivo.


Con este alcance, voto por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


Disiento con lo expresado por mi distinguido colega doctor Negri.


Considero que los alcances de la solución propuesta al resolverse la cuestión anterior, han de ceñirse a la condena dictada en relación a la Sociedad de Bomberos Voluntarios de Campana y la aseguradora citada en garantía. Ello así, por cuanto la extensión de tal solución respecto del restante codemandado que ha consentido la asignación de responsabilidad decidida por la Cámara de Apelación, importaría un agravio a las garantías constitucionales de la defensa en juicio y de la propiedad (arts. 18 y 17, Const. nac.). Así, lo ha entendido la Corte Suprema de la Nación al descalificar ‑por arbitrariedad‑ el pronunciamiento de la alzada que, prescindiendo de los límites de su jurisdicción revisora, resolvió la liberación parcial de los codemandados que consintieron la sentencia de primera instancia, la cual sólo había sido impugnada por la citada en garantía (C.S.J.N., causa A.842.XXXIX, in re "Avila, Lilia del Valle c/Rodríguez, Carlos Ernesto y otro" sent. de 24‑VIII‑2004, Fallos 327:3495).


Por lo expuesto, voto por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, por mayoría, se hace lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto, revocándose la sentencia impugnada y manteniéndose lo resuelto en la instancia de origen en cuanto rechazó la acción interpuesta; con costas en todas las instancias a la parte actora (art. 289, C.P.C.C.).


Lo aquí decidido debe hacerse extensivo al codemandado no recurrente.


El depósito previo efectuado, deberá restituirse al interesado (art. 293, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.


HILDA KOGAN


EDUARDO JULIO PETTIGIANI
HECTOR NEGRI


EDUARDO NESTOR DE LAZZARI
DANIEL FERNANDO SORIA


JUAN CARLOS HITTERS
LUIS ESTEBAN GENOUD



CARLOS E. CAMPS
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